El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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          DERECHO A LA SALUD / TRATAMIENTO INTEGRAL / FOSYGA / PARA RECOBRO NO SE REQUIERE QUE LA SENTENCIA LO ORDENE. Así las cosas, la Sala comparte la providencia de primera instancia en cuanto dispuso suministrar al demandante el tratamiento integral que requiera con motivo de las graves enfermedades que padece de conformidad con la jurisprudencia arriba transcrita y teniendo en cuenta su avanzada edad y la necesidad que tiene para que el servicio de salud sea garantizado de forma eficiente, oportuna y continua.

6. Respecto a la facultad de ejercer acción de recobro frente a la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, como lo solicita la EPS impugnante, basta decir que en la sentencia T-760 de 2008, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al administrador fiduciario Fosyga, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las entidades promotoras de salud sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema y dentro de ellas, que no se podría establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se autorice el recobro como condición para aprobar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir, pues bastará con que el Fosyga, hoy Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC.
(…)

De esa manera las cosas, no es necesario que el juez de tutela emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente obligada a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, porque no es ese un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento. En esas condiciones, debe abstenerse de emitir concepto alguno sobre el particular, tal como lo definió la funcionaria de primera instancia, asunto que debe ser definido en otro escenario por los entes que componen el sistema general de salud.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, marzo cinco (5) de dos mil dieciocho (2018)  

Acta No. 061 del 5 de marzo de 2018

Expediente No. 66001-31-10-001-2018-00006-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el apoderado de la Gerente Regional de la Nueva EPS, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el 26 de enero último, en la acción de tutela que instauró la señora Martha Cecilia Bedoya Henao, en calidad de agente oficiosa de JBL, contra aquella entidad y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, a la que fue vinculado el Ministerio de Salud y Protección Social.
A N T E C E D E N T E S

1. Narró la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Su padre, que se encuentra afiliado a la Nueva EPS, y según se reporta en su historia clínica: es un paciente con 79 años de edad, con implante de stent plástico en vía biliar, hipertensión arterial, corazón con desgaste del 70% generado por ataque cardiaco, operado de la próstata, infección urinaria, colecistectomía abierta, síndrome coronario agudo, dislipidemia y derrame cerebral. 
1.2 “Hace aproximadamente… 10 años que viene presentando estos problemas de salud” y “sufre intensos dolores que le generan una disminución en su calidad de vida”.
1.3 Su médico tratante le ha recomendado una serie de medicamentos y procedimientos los cuales no han sido brindados de forma prioritaria, teniendo en cuenta que se trata de un sujeto de especial protección, y su familia carece de recursos económicos para seguirlos adquiriendo de forma particular.
1.4 Se elevó solicitud para obtener se le autorizara la atención domiciliaria, pero les informaron que “somos nosotros los que debemos 
por nuestros propios medios suministrar lo que el paciente requiere”.
2. Considera vulnerados los derechos a la vida digna, la integridad personal, la seguridad social y la salud. Para su protección, solicita se ordene a la Nueva EPS: a) brindar sin dilación alguna los servicios de hospitalización en casa, enfermería, acompañamiento las veinticuatro horas y “todo lo que requiere de manera urgente teniendo en cuenta que se esta (sic) viendo gravemente afectado”; b) entregar los medicamentos amlodipino, esomeprazol, furosemida, enalapril, atorvastatina, ácido acetil salicílico, ipratropio dosificador aerosol y salbutamol inhalador; c) suministrar pañales Tena slip talla L, pañitos húmedos y “los insumos para su salubridad” y d) garantizar el tratamiento integral. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 15 de enero último se admitió la tutela contra los representantes legales de la Nueva EPS regional Risaralda y de la Secretaría Departamental de Salud y se ordenaron las notificaciones de rigor. Con posterioridad se dispuso la vinculación del Ministerio de Salud y Protección Social.
2. Solamente se pronunció la Nueva EPS, por medio de apoderado, para alegar que: a) el servicio de auxiliar de enfermería domiciliaria, los medicamentos y los pañales desechables carecen de orden médica, requisito indispensable para la autorización de las prestaciones de salud; b) aunque el paciente requiere un cuidador debido a su avanzada edad, esta tarea no necesariamente la debe ejercer una enfermera, sino su familia de conformidad con los principios de solidaridad y de uso racional de los recursos del sistema general de salud y c) la entidad que representa no ha lesionado los derechos del actor y por tanto es inviable la solicitud de tratamiento integral, máxime cuando el amparo constitucional resulta improcedente para proteger hechos inciertos y futuros, pues dicho mecanismo fue concebido para remediar vulneraciones actuales e inminentes.
Solicitó negar las pretensiones de la acción de tutela o, de acceder a ellas,
facultarla para ejercer el recobro de los servicios no cubiertos en el POS ante el Fosyga.
3. Mediante sentencia del 26 de enero pasado, el Juzgado Primero de Familia otorgó el amparo solicitado y ordenó a la Nueva EPS: a) entregar al accionante los pañales desechables, los pañitos húmedos y la crema antiescaras, en la cantidad que recomienden los médicos tratantes; b) determinar, por medio del galeno respectivo o de un junta especializada, la conveniencia de “los demás requerimientos del actor en garantía de sus derechos fundamentales” y c) garantizar la atención integral que requiera para el manejo de su cuadro clínico de hipertensión arterial, desgaste del corazón, ausencia de vesícula, con operación de próstata, infección urinaria, colecistectomía abierta, síndrome coronario agudo, dislipidemia y derrame cerebral. 

Para decidir así, estimó que la Nueva EPS vulneró los derechos del demandante al no autorizar los pañales desechables, los pañitos húmedos y la crema antiescaras, por las siguientes razones: a) requiere con urgencia esos insumos para garantizarle condiciones óptimas de higiene; b) no pueden ser sustituidos por otros que se encuentren en el plan de salud; c) su familia carece de medios económicos para sufragarlos por sus propios medios, afirmación que no fue desvirtuada y d) no requieren de orden médica “y mucho menos adelantar engorrosos trámites administrativos, al considerar que los padecimientos son hechos notorios que vuelven indigna la existencia de una persona”. 
Agregó que debido a las múltiples enfermedades que aquejan al actor, es necesario someterlo a valoración, en la que se determine la necesidad de los demás servicios requeridos en la acción de amparo. Respecto al recobro, señaló que como este trámite administrativo no constituye un requisito para la prestación de los servicios médicos ajenos al PBS, no hace falta realizar pronunciamiento alguno al respecto. 
4. El apoderado de la Nueva EPS impugnó el fallo. Expresó que está inconforme con las decisiones adoptadas porque en momento alguno se acreditó la negación de los servicios recomendados. En cuanto a la orden de suministrar pañales, pañitos húmedos y crema antiescaras, indicó que esta se impuso sin cumplir los requisitos indicados en las normas y la jurisprudencia, ya que se dejó de aportar la orden médica correspondiente, sin la cual no es posible autorizar el servicio pues el galeno tratante es quien verifica la pertinencia del tratamiento clínico, máxime si se tiene en cuenta que se trata de insumos excluidos del plan de beneficios. Respecto a la atención integral alegó que la acción de amparo es improcedente pues no es posible proteger derechos con sustento en meras expectativas, ni predecir las prestaciones que requiera en el futuro el paciente o si para la fecha en que las llegue a necesitar cumple los presupuestos para el suministro de servicios no POS. Finalmente señaló que a pesar del mandato que reprocha, la funcionaria judicial omitió autorizarle la acción de recobro, circunstancia que pone en peligro el equilibrio financiero del sistema, pues la entidad que representa queda desprovista de las herramientas efectivas para recuperar el costo que invierta para cubrir servicios no POS. 
Solicitó se revoque la orden de brindar atención integral y adicionar el fallo impugnado para otorgar la facultad de recobro ante el ADRES.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Antes de analizar lo que corresponda, es preciso indicar que si bien en este caso la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, entidad contra la cual también se dirigió la acción de amparo y se ordenó correrle traslado de la misma en el auto admisorio de la demanda, dejó de ser notificada de las decisiones que se adoptaron en el trámite, la Sala se abstendrá de declarar la nulidad por indebida notificación, en razón a que el debate sobre la prestación de los servicios de salud involucra únicamente a la Nueva EPS ya que esta entidad hace parte del régimen contributivo y por tanto aquel ente departamental carece de legitimación para intervenir en este asunto, si se tiene en cuenta que su obligación, en asunto relativo a prestar servicios de salud,  se limita a los que corresponden al régimen subsidiado, de acuerdo con el artículo 43 de la Ley 715 de 2001.
También hay que precisar que el juzgado decidió vincular al Ministro de Salud y Protección Social, a pesar de que tampoco tiene competencia para atender lo que es objeto de tutela y aunque en la demanda ningún hecho se le atribuyó del que pueda deducirse que por acción u omisión lesionó derechos de que sea titular el accionante.

3. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud del accionante, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que le otorga el carácter de fundamental a tal derecho, de manera autónoma, sin que necesariamente deba estar en conexidad con otro que participe de tal naturaleza
.

4. De acuerdo con los argumentos expuestos por el impugnante, corresponde a esta Sala determinar: a) si la EPS demandada lesionó los derechos al actor por la falta de suministro de pañales, pañitos húmedos y crema antiescaras y si la falta de orden médica que recomiende tales insumos es razón suficiente para negar su entrega; b) si procede el mandato que se dio a la accionada de brindarle un tratamiento integral y c) si debe concederse la facultad de ejercer la acción de recobró por los servicios no incluidos en el plan de beneficios en salud.
5. En lo relacionado con la entrega de los pañales, los pañitos húmedos y la crema antiescaras, la Corte Constitucional, en casos similares al presente, ha reiterado
:

“3.1. Los pañales desechables, pañitos húmedos y crema antipañalitis han sido catalogados por la Corte Constitucional como elementos de aseo que en algunas ocasiones son necesarios para garantizar el derecho a la vida digna y a la salud de personas que los requieren en razón de una grave enfermedad o una situación de discapacidad. En ese sentido, ha estudiado en múltiples oportunidades la procedencia de la acción de tutela para acceder al suministro de pañales desechables...

 

3.3. Estos insumos han sido catalogados como bienes necesarios y en algunas ocasiones fundamentales para garantizar la dignidad humana por servir a las personas que están en situaciones de imposibilidad o gran dificultad para realizar sus necesidades fisiológicas en condiciones normales.
 El juez constitucional los ha relacionado con la posibilidad de gozar de la higiene y la salubridad suficientes como elementos básicos para una buena calidad de vida
, e incluso como insumos
indispensables para sobrellevar la enfermedad de forma digna. 

 
3.5. Por esta razón aunque los pañales desechables no se consideran propiamente servicios de salud, pues no están orientados a prevenir o remediar una enfermedad, la imperiosa necesidad de su uso en algunas circunstancias ha llevado al juez de tutela a aplicar los mismos criterios para el acceso a servicios de salud que no están incluidos dentro del Plan de Beneficios de Salud cuando se trata de la solicitud de pañales desechables.  Así, con el fin de determinar la procedencia de la acción de tutela las distintas salas de revisión de la Corte Constitucional han concluido que una EPS desconoce el derecho a la salud de una persona que requiere un servicio médico no incluido dentro de lo que era el Plan Obligatorio de Salud
 (hoy Plan de Beneficios de Salud) cuando:

 

(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) el interesado no puede directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y (iv) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo.

3.6. En relación con el último requisito según el cual el servicio médico debe haber sido ordenado por la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien lo está necesitando, tratándose de pañales desechables, la jurisprudencia constitucional ha hecho excepciones. Al verificar que los accionantes sufren graves enfermedades que deterioran de forma permanente el funcionamiento de sus esfínteres y son personas que además dependen de un tercero para realizar sus actividades básicas y ellos o sus familias no tienen la capacidad económica para asumir el pago de los elementos de aseo, se ha ordenado el suministro de pañales desechables por vía de acción de tutela.
 En estas circunstancias excepcionales, ante la inexistencia de una orden o cualquier otro documento que permita colegir, técnica o científicamente, la necesidad de lo que reclama un usuario, [la Corte ha considerado que] resulta imperiosa la intervención del juez constitucional.

3.7. Sobre el grado de evidencia que ha requerido el juez de tutela para verificar la necesidad de pañales desechables de una persona, la Corte ha señalado que hay circunstancias fácticas que constituyen hechos notorios.
 Por ejemplo, aquellos eventos en los que se evidencia que una persona ha sido diagnosticada con la pérdida del control de sus esfínteres. En estos eventos, la Corte ha ordenado la entrega del producto incluso sin orden médica, al considerar evidente que las personas los requerían.
 Esta posición de la Corte Constitucional ha sido reiterada en casos de personas que padecen isquemias cerebrales
; malformaciones en el aparato urinario
; incontinencia como secuela de cirugías o derrame cerebral,  
parálisis cerebral y epilepsia
, párkinson
…
 

3.8. En ese orden de ideas, los requisitos establecidos por la jurisprudencia constitucional para el acceso a este tipo de insumos, en concreto la existencia de una orden médica, ha admitido excepciones que por razones constitucionales buscan priorizar el goce efectivo del derecho a la salud frente al cumplimiento de trámites administrativos y evitar la vulneración de derechos fundamentales de las personas. (Subrayas fuera del texto original)  
En este caso, el señor JBL tiene la calidad de adulto mayor
, pues cuenta con setenta y nueve años de edad
, y según su historia clínica, fue diagnosticado con hipertensión arterial, infarto agudo al miocardio, trastorno mental orgánico, delirium hiperactivo, síndrome coronario agudo, lesión renal aguda y dislipidemia
. Además en la demanda se dijo que tiene antecedentes de derrame cerebral y operación de próstata y según lo manifestado por su agente oficiosa, en declaración rendida en esta sede el pasado 28 de febrero, requiere de acompañamiento, “hay que limpiarlo, hay que bañarlo, darle de comer… no camina… se hace en el pañal, cuando no alcanzamos a llevarlo al baño y a veces se orina. Lo tenemos con pañal porque él no es cuerdo…”
.
Así mismo, la citada señora, al ser interrogada sobre la capacidad económica de su padre, manifestó que sus ingresos ascienden a $1.921.442, fruto de las dos pensiones que recibe, como acreditan los documentos que aportó
, además percibe una renta de inmueble, cuya cuantía no se estableció, pero que esos recursos se deben invertir para pagar los servicios de acompañamiento que requiere durante las veinticuatros horas del día, que suman aproximadamente $1.000.000 y asumir sus propios gastos y los de una hija enferma, lo que permite inferir que no cuenta con los medios económicos para atender el costo de los pañales y demás insumos que requiere, como además se afirmó en el hecho séptimo de la demanda, que no fue controvertido por la entidad demandada.

En estas condiciones, para la Sala la Nueva EPS sí lesionó los derechos fundamentales del accionante al negarle la entrega de los pañales, pañitos y cremas antiescaras, pues a pesar de que no están incluidos en el PBS ni existe orden médica que los recomiende, deben ser aportados porque se cumplen los requisitos jurisprudenciales para su entrega excepcional, ya que, además de que el actor es un sujeto de especial protección, por las características anotadas, existe evidencia de que debido a su cuadro clínico los requiere para garantizar una óptima calidad de vida y se demostró que aunque percibe ingresos, estos son insuficientes para adquirir tales insumos. Además, se dejó de demostrar si esos servicios pueden ser reemplazados por otros que se encuentren incluidos en el plan de beneficios de salud.

Sin embargo, de conformidad con lo informado por la agente oficiosa del accionante, en la tantas veces citada declaración, la entidad accionada ya empezó a suministrarle tales insumos, razón por la cual, se considera superado el hecho que impedía el goce efectivo del derecho a la salud del actor. Por tanto, se declarará la carencia actual de objeto, con la advertencia de que esos elementos se deben continuar suministrando mientras el demandante los requiera, dadas sus condiciones de salud y   económicas. 
5. En relación con el tratamiento integral ordenado, la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 

“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”

Sobre ese nivel de atención, ha dicho la Corte Constitucional:

“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
.

…

El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica.

…

Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud…

Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional…”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que las EPS se abstendrán de brindar la atención que requiere el paciente y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que garantiza la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad encargada de prestar los servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. 

Así las cosas, la Sala comparte la providencia de primera instancia en cuanto dispuso suministrar al demandante el tratamiento integral que requiera con motivo de las graves enfermedades que padece de conformidad con la jurisprudencia arriba transcrita y teniendo en cuenta su avanzada edad y la necesidad que tiene para que el servicio de salud sea garantizado de forma eficiente, oportuna y continua
.

6. Respecto a la facultad de ejercer acción de recobro frente a la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, como lo solicita la EPS impugnante, basta decir que en la sentencia T-760 de 2008, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al administrador fiduciario Fosyga, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las entidades promotoras de salud sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema y dentro de ellas, que no se podría establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se autorice el recobro como condición para aprobar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir, pues bastará con que el Fosyga, hoy Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC. 

Y en la sentencia T-727 de 2001
, dijo la misma Corporación:

“Por último, en relación con la orden de recobro al Fosyga sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre ante el Fosyga el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.
De esa manera las cosas, no es necesario que el juez de tutela emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente obligada a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, porque no es ese un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento. En esas condiciones, debe abstenerse de emitir concepto alguno sobre el particular, tal como lo definió la funcionaria de primera instancia, asunto que debe ser definido en otro escenario por los entes que componen el sistema general de salud.

7. Abordados los temas planteados como problema jurídico, la Sala considera necesario hacer las siguientes precisiones:

7.1 Como la funcionaria de primera instancia se abstuvo de emitir algún pronunciamiento sobre la pretensión dirigida a obtener la entrega de los medicamentos amlodipino, esomeprazol, furosemida, enalapril, atorvastatina, ácido acetil salicílico, ipratropio dosificador aerosol y salbutamol inhalador se adicionarla el fallo impugnado para negarlos,  pues de conformidad con las manifestaciones que hizo  la agente oficiosa, en la versión rendida en esta instancia, para la fecha en que se interpuso la acción de tutela los únicos servicios de salud que se encontraban pendientes de suministrar eran la atención domiciliaria y los pañales, pero que estos ya se los están entregando. Por tanto, se deduce que aquellos fármacos fueron brindados de forma cumplida, presunción que se corrobora porque la sentencia de primera instancia no fue apelada para que se dispusiera su suministro. 
7.2 La orden dirigida a la EPS para que por intermedio del médico tratante o de un junta especializada se determinara la conveniencia de las demás prestaciones de salud solicitadas, se mantendrá incólume, no solo porque esa decisión tampoco fue objeto de reproche por las partes, sino porque ese mandato se considera necesario para identificar de manera idónea el tratamiento que requiere el paciente. 
7.3 Aunque en la citada declaración la promotora del amparo considera que debe suministrarse a su padre el servicio de transporte para atender las citas médicas que requiera, esa pretensión no se formuló en la demanda y por tanto, es circunstancia nueva frente a la cual la entidad accionada no ha tenido la posibilidad de ejercer su derecho de defensa. Por tanto, no será objeto de análisis en esta providencia.

7.4 En atención a que las órdenes contenidas en la sentencia impugnada fueron impuestas de manera general a la Nueva EPS, es decir sin precisar cuál funcionario debía atenderlas, la Sala las modificará para dirigirlas a la Dra. María Lorena Serna Montoya, quien en su calidad de Gerente Regional de esa entidad fue vinculada al trámite y se pronunció por medio de apoderado, por tanto es la persona encargada para adelantar las gestiones relativas a su cumplimiento.
8. En conclusión, se confirmará el fallo impugnado, pero se adicionará para dirigir las órdenes impuestas a la Nueva EPS a su Gerente Regional, para negar la tutela contra el Ministerio de Salud y Protección Social y para despachar desfavorablemente la pretensión de entrega de los medicamentos relacionados en las pretensiones de la demanda. Además, se declarará el hecho superado respecto de la entrega de los pañales, los pañitos húmedos y la crema antiescaras. 
Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E   : 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el pasado 26 de enero, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Martha Cecilia Bedoya Henao, como agente oficiosa de JBL, contra la Nueva EPS. ADICIONÁNDOLA para a) negar la pretensión de entrega de los medicamentos amlodipino, esomeprazol, furosemida, enalapril, atorvastatina, ácido acetil salicílico, ipratropio dosificador aerosol y salbutamol inhalador; b) negar el amparo frente al Ministerio de Salud y Protección Social y c) imponer las órdenes que contiene, a la Dra. María Lorena Serna Montoya, en su calidad de Gerente Regional de la Nueva EPS. 
SEGUNDO: Se declara la carencia actual de objeto por hecho superado respecto de la pretensión dirigida a obtener el suministro de los pañales,  pañitos húmedos y crema antiescaras, advirtiendo a la citada funcionaria que deberá continuar suministrándolos de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada bajo el No. 66001-31-10-001-2018-00006-01)
CUARTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


�� Sentencia T-552 de 2017, M.P.: Cristina Pardo Schlesinger
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� “para determinar el significado de esta figura, se debe recurrir a la definición de ‘hecho’ en términos jurídicos, lo cual indica una modificación del mundo exterior que produce la creación, modificación o extinción de derechos u obligaciones (…). Por su parte ‘notorio’ significa, según la real academia de la lengua, ‘Público y sabido por todos – Claro, evidente’ (…). Así, este concepto se traduce, en virtud de la prescripción dada por la legislación colombiana en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, en que este tipo de hechos no requieren prueba dada la claridad con la que se presentan”.


� Sentencia T-096 de 201 y T- 014 de 2017
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� Ver historia clínica a folios 17 a 111 del cuaderno No. 1
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